Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 6 minutos.) 


- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, con la presencia del señor Senador Correa Freitas y de quien habla, tiene 
el agrado de recibir a la delegación del Servicio de Asistencia Social de los Funcionarios del Poder Legislativo -SAS- a fin de 
escuchar el planteo que desean realizarnos. 


SEÑOR VIDAL.- Agradecemos a los señores Senadores por habernos recibido y les queremos manifestar que venimos con una 
misión difícil y con el deseo de promover el interés de la Comisión en los planteos que venimos a realizar. A esos efectos, voy a 
ceder el uso de la palabra al señor Spinelli. 


SEÑOR SPINELLI.- La responsabilidad que tenemos es grande y los asuntos que hacen a esta comparecencia son realmente 
importantes. Los directivos aquí presentes venimos en representación del Servicio de Asistencia Social de los Funcionarios del 
Poder Legislativo en materia de previsión social que fue inaugurado en 1986 -este año cumple 17 años de vida- como 
consecuencia de la aplicación, en materia de jubilaciones y previsión social, del Acto N* 9 durante el proceso de la dictadura y que 
era sustitutivo de la vieja Ley N* 9.940 que establecía un régimen jubilatorio de excepción para un país que era distinto. 


A marzo de este año, el SAS cuenta con 873 socios, de los cuales 671 son funcionarios en actividad de los tres órdenes del Poder 
Legislativo, 152 son jubilados y 60 son pensionistas. Se cumple con total puntualidad, en el quinto día hábil de cada mes, con 212 
prestaciones por un total nominal de $ 1:711.616; precisamente, en el día de hoy cobramos los cheques respectivos. 


Estas prestaciones son compensatorias, en un 65%, de la diferencia que se produce entre el haber jubilatorio y las remuneraciones 
-deducidos los descuentos legales- que corresponden al grado presupuestal de actividad del Poder Legislativo con que se jubiló el 
socio. 


Hasta el año 1997 la cobertura era del 85%, pero la crisis de 1996, con las resoluciones del Poder Legislativo tendientes a achicar 
su tamaño administrativo por medio de la política de incentivos que en aquel momento fue de 15 salarios, provocó un verdadero 
desastre en el SAS porque rompió la gradualidad de las jubilaciones. 


El funcionario del Poder Legislativo no tiene vocación jubilatoria, por una razón muy sencilla, porque los sueldos son buenos y, 
además, el ámbito laboral es excelente. En consecuencia, la gradualidad era de tres o cuatro funcionarios por año. Pero, desde 
febrero de 1996 hasta principios de 1997, tuvimos la jubilación masiva de 124 funcionarios que rompieron -ni qué decir- esa 
gradualidad y que trajeron aparejado un problema tremendo de déficit en materia presupuestal y financiera. Eso nos obligó a bajar 
veinte puntos porcentuales la prestación, del 85% al 65%. 


En casi todos los casos las compensaciones que brinda el SAS son iguales y, en algunos, superan a las otorgadas por el Banco de 
Previsión Social. Se podrá decir que no es muy difícil superar las prestaciones del Banco de Previsión Social, fundamentalmente de 
un tiempo a esta parte, pero esto es dramático y los jubilados tenemos que ver dos o tres veces nuestros sueldos cuando se 
produce un aumento para darnos cuenta de que el mismo se produjo. 


A la fecha, el SAS cuenta con un capital del entorno de U$S 1:700.000. La principal herramienta de inversión la constituyen los 
préstamos sociales a intereses siempre por debajo de los de igual naturaleza que brinda el Banco de la República. Es decir que, 
más allá de la herramienta de inversión que significan los préstamos, cumplimos paralelamente también una función social. 


Estos préstamos están limitados, por las disposiciones que nos rigen, a sólo un 20% del capital del que disponemos cuando -y esto 
no lo decimos por establecer comparaciones, porque de ninguna manera es nuestro fin- las AFAPs desde hace un buen tiempo ya 
cuentan con un porcentaje del 40% de su capital para poder ser invertido en los préstamos. Téngase en cuenta que nuestra 
Institución cumple un fin social neto y no tiene finalidad de lucro. 


La obligación por ley que tenemos los administradores de fondos de invertir en valores del Estado hoy no necesita mayores 
comentarios. 


No podríamos finalizar este pantallazo de la actualidad del SAS -que era el primer punto por el que solicitamos ser recibidos por la 
Comisión en el día de hoy; me refiero a la situación del Servicio de Asistencia Social de los Funcionarios del Poder Legislativo- sin 
hacer una brevísima mención a la tremenda crisis financiera que sufrió la Institución en 1996 como consecuencia de las 
resoluciones de las tres ramas del Poder Legislativo en el marco del proceso de reforma del Estado, como decíamos antes, 
concediendo incentivos jubilatorios que provocaron el retiro de 215 funcionarios, 169 de los cuales eran socios del SAS; 124 
generaron prestación inmediata y 45 se jubilaron por la Ley N* 9.940, por lo que no la generaron. 


Eso sucedía cuando el SAS tenía diez años y cuando, estatutariamente, la capitalización debía ser por veinte años, es decir que 
nos tomó a mitad de camino del proceso de capitalización neto establecido estatutariamente y, como se podrá comprender, no 
tuvimos otra alternativa, ya que se trataba de 124 compañeros que aceptaron los incentivos porque eran interesantes, pero que 
decidieron jubilarse porque tenían el complemento del 85% de la diferencia entre el sueldo en actividad y lo que percibirían como 
jubilación, que a los pocos meses pasó a ser del 65%, pero así y todo era muy importante. Sin esto mucha gente no se hubiera 
jubilado, es decir que la vía para el éxito de la medida fue el SAS. 


El retiro de estos funcionarios significó para el Poder Legislativo un ahorro de U$S 800.000 mensuales por todo concepto, o sea, 
calculadas las remuneraciones, cuota parte de aguinaldo, fondo de licencia, aportes patronales, etcétera. 


Esta es, en grandes números, la situación del SAS al mes de marzo de 2003. 


Hoy nos encontramos nuevamente en un verdadero cruce de caminos, ante una situación muy difícil. Como somos conscientes de 
la situación que vive el país, no venimos a plantear ayudas de orden económico, pero hay otros motivos que nos preocupan y 
traban permanentemente nuestra acción. Ahí es, precisamente, donde ponemos el énfasis y es la razón por la cual venimos a pedir 
vuestra colaboración y vuestra ayuda. 


Nuestros organismos de contralor, según la Ley N* 15.611 de 1984 de creación y el Decreto reglamentario 305/89, son el Banco 
Central, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Banco de Previsión Social. Los dos primeros han tenido poca participación 
hasta ahora, más allá de un contralor relativo que ahora sí se va a empezar a intensificar, fundamentalmente, por parte del Banco 
Central, en determinados aspectos de la actividad de las Administradoras de Fondos. Pero el Banco de Previsión Social sí ejerció 
siempre una supervisión profunda. Se sigue aplicando -esto para el año 1984 y 1989 podía ser razonable- la exigencia de que se 
realice un estudio de viabilidad actuarial por veinte años cada dos años. 


Creemos que es fundamental para nuestra institución y para las que están en la misma lucha que nosotros reducir a diez el número 
de años sin que se afecte para nada el contralor de nuestras instituciones, porque de esa manera podríamos evitar, como en este 
caso, en que el Banco de Previsión Social nos exige que al mes de julio tengamos la previsión hecha en materia de capitalización 
de la institución para cubrir todas las necesidades de los más de 800 socios que tenemos. Eso nos va a obligar a un sacrificio 
enorme en un momento muy difícil en lo económico para los funcionarios en actividad del Poder Legislativo. El jubilado no tiene 
otra alternativa que aceptar la propuesta que se le haga porque está jugado, ya ha hecho su aporte de capital, prácticamente lo ha 
terminado, le faltan tres años, y tiene que seguir aportando de por vida la cuota social. En consecuencia, siempre va a ser mejor 
una ayuda, por pequeña que sea, que nada. 


El problema son los funcionarios en actividad. A lo que nos está obligando el BPS con ese estudio de viabilidad proyectado por 
veinte años con las reservas matemáticas pertinentes para cubrir las necesidades, reitero, de todos los socios del SAS, es a tomar 
medidas muy profundas y duras. Las mismas consisten, en primer lugar, en el incremento de un aporte social que en este momento 
es absolutamente imposible de plantear para el funcionario en actividad. En segundo término, se continúa con una reducción de las 
prestaciones -que ya sería la segunda- lo que traería aparejado un drama para los jubilados actuales, pero también el desinterés de 
los funcionarios en actividad hacia el futuro. 


En consecuencia, vemos muy difícil una gestión por nuestra parte ante el BPS. Hemos intentado algunos contactos y casi siempre 
se nos ha remitido a la Gerencia General. Los contadores, como técnicos que son, no reciben planteos de orden político. 


Por lo tanto, venimos a esta Comisión para solicitar que, en lo posible, la misma realice las gestiones correspondientes frente a los 
Directores políticos del BPS y les trasmita nuestro planteo. Se trata de un verdadero S.O.S. porque, reitero, no sabemos cómo van 
a reaccionar los funcionarios en actividad. Si bien la crisis del SAS, como la de toda administradora de fondos, puede encararse por 
el lado de las finanzas de las inversiones, el aspecto social también es fundamental. Si perdemos más socios de los que se fueron 
en el año 1996 -momento en que se borraron 300 personas de un solo plumazo- a lo que se suma que al no haber ingreso de 
nuevos funcionarios disminuye la posibilidad de ganar socios, la situación se va a agravar. Reitero que no sabemos cómo van a 
reaccionar los funcionarios en actividad, que están viviendo una realidad muy difícil, como lo es para todos. 


Entonces, nuestra primera solicitud fundamental es tratar por todos los medios que este estudio de viabilidad por veinte años se 
pueda reducir a diez años. Esto no afecta para nada, repito, la seriedad del control, y lo único que hace es atemperar y atenuar las 
medidas que tenemos que tomar. 


Como segundo punto tenemos otro problema que se ha suscitado, fundamentalmente, en los últimos tiempos. El Poder Legislativo 
ha mantenido tradicionalmente un orden en los descuentos de los sueldos, por lo que en primer lugar entraban las retenciones 
judiciales, en segundo término el Banco Hipotecario y, en tercer lugar el Banco de la República, luego de lo cual venía el SAS. 
Hemos tenido alguna dificultad en ponernos en contacto con las recaudaciones mensuales que se hacen a través de los 
descuentos que realizan las distintas tesorerías, porque -y esto que no signifique una crítica o demérito para nadie- ha surgido la 
posibilidad de que los descuentos de cooperativas de ahorro y crédito entren primero que nosotros o que se alternen con las 
retenciones del SAS. Todo esto ocurre en un momento en el que muchísimos socios están con los sueldos realmente 
comprometidos por un endeudamiento que seguramente todos los señores Senadores conocen. 


En consecuencia, lo que venimos a plantear como segundo punto -también importante porque para nosotros es fundamental- es 
que el SAS se mantenga en ese cuarto lugar del orden de retenciones, lo que fue tradicional en el Poder Legislativo. Y, a su vez, 
donde el SAS cumple una función social tan particular y necesaria. 


Por otra parte, pedimos la modificación del reglamento que permite solamente a las administradoras de fondos, como decíamos, 
invertir el 20% de su capital, cuando las AFAPs ya tienen autorización para invertir hasta el 40%. Hay un anteproyecto presentado 
por la Coordinadora de Administradoras de Fondos, que son alrededor de 40 en todo el país, en donde se hace esta solicitud. No 
sabría decir en este momento en cuál de las dos Cámaras está radicada esta solicitud. Sería fundamental para nosotros que 
tuviéramos el mismo tratamiento que las otras administradoras de fondos porque, en definitiva, las AFAPs no son otra cosa que 
eso. Desde luego hay algunas diferencias pero creo que por nuestra función social, merecemos que se nos dé el mismo 
tratamiento que a ellas. En verdad esto sería fundamental para nuestras finanzas. 


Además, debemos plantearles un tema que siempre tenemos presente y es la posibilidad de nuevos incentivos jubilatorios para 
achicar el tamaño administrativo del Poder Legislativo. Queremos hacerles la solicitud de que por favor nos tengan en cuenta como 
institución, si se llega a plantear nuevamente este asunto, para que con antelación a las resoluciones podamos plantear algunas 
ideas que tenemos para atemperar y atenuar lo que sería un segundo golpe ya totalmente inasimilable por parte del SAS. 


En consecuencia, solicitamos a los señores Senadores que frente a esa posibilidad de nuevos incentivos, se nos tenga en cuenta 
como institución para aportar ideas que pueden ser, de alguna manera, contempladas sin mayor sacrificio por parte del Poder 
Legislativo. 


Esto era cuanto queríamos expresar, agradeciendo desde ya la atención que nos han brindado. 


SEÑOR CALLERIZA.- Soy ex Subdirector General del Poder Legislativo, con 48 años de antigiiedad y hoy, pasivo. 


Nuestro compañero Spinelli ha hecho una gran exposición y ha demostrado claramente la situación del SAS. Pero quisiera hacer 
una especie de redondeo del planteamiento. Por mi experiencia personal, estoy firmemente convencido de que esto no sólo tiene 
que ser un petitorio, sino una notoria conveniencia para el Organismo. De los que estamos aquí presentes, hay tres pasivos, los 
cuales les costaría al Poder Legislativo $ 150.000, con aportes patronales, etcétera. Hoy les cuesta al Estado $ 28.000. ¿Y cuánto 
ahorró el Poder Legislativo? Lo que dijo el señor Spinelli, y que es muy claro. Y será importante lo que va a ahorrar el Poder 
Legislativo con los próximos jubilados. Es tremendo. Hay que darle un elemento de juicio a la gente para cuando vaya a tomar la 
decisión de retirarse. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera hacer algunas preguntas, a los efectos de terminar de conocer el tema que nos han planteado. 


Respecto al primer punto, se nos ha señalado que de los organismos que realizan un contralor sobre el SAS, el que tiene mayor 
intervención es el Banco Central. 


SEÑOR VIDAL.- En este momento, es el Banco de Previsión Social; el Banco Central va a comenzar a hacerlo. 
SEÑOR GALLINAL.- ¿De dónde surge la disposición que establece el plazo de 20 años en función para que hagan el análisis? 
SEÑOR VIDAL.- De la Asesoría Técnica. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, no es que haya una ley o reglamento que lo disponga, sino que forma parte de una previsión y el 
Banco de Previsión Social entiende que tiene que ser por 20 años. 


SEÑOR VIDAL.- En realidad, no lo vemos mal porque, inclusive, es una garantía para todos los socios. De modo que entendemos 
que es adecuada, pero no en el contexto actual. Esa es la razón por la cual hemos hecho este planteo. 


Otro punto importante radica en que esos 20 años se han tomado con reposición de activos, pero en este momento no existen más. 
Nos encontramos con que en los últimos Presupuestos las reglas han cambiado. 


SEÑOR GALLINAL..- Ese sería el argumento en función del cual ustedes solicitan que las nuevas exigencias sean por un plazo de 
10 años. 


SEÑOR CALLERIZA.- Debería darse con cierta gradualidad, no queremos improvisar. En ese sentido, creo que lo planteado por mi 
compañero es lo más acertado. Lo que pedimos son soluciones graduales y realizables ante los hechos prácticos que hoy nos 
muestra la realidad. 


SEÑOR GALLINAL.- En cuanto al tema de las retenciones que se operan en los funcionarios, me gustaría saber qué porcentajes 
se manejan; ¿se basan en una disposición interna del Poder Legislativo? ¿Es el Poder Legislativo el que, en su momento, resolvió 
que primero están las retenciones de carácter judicial, luego los dos bancos y en cuarto lugar el SAS? 


SEÑOR VIDAL.- Efectivamente, señor Senador. 
SEÑOR GALLINAL..- Entonces, ¿es el propio Poder Legislativo el que no respeta ese orden? 


SEÑOR SPINELLI.- Hasta ahora esa disposición siempre había sido respetada. Es más, se habían planteado solicitudes que 
habían fracasado en virtud de la claridad de los fines sociales que cumple la institución SAS. Ultimamente, hemos tenido alguna 
dificultad, fundamentalmente, en la Comisión Administrativa fruto de un desconcierto en cuanto a la aplicación de normas que no se 
están poniendo en práctica y a criterios encontrados entre asesores legales y jerarcas administrativos. Esto nos ha significado la 
retención, durante dos, tres y cuatro meses, de un dinero que es muy importante para nosotros. 


Por este motivo, decimos una vez más que la clarificación del panorama no estaría de más; por el contrario, nos haría un enorme 
favor. Pero eso depende de las autoridades administrativas y de las resoluciones de cada Cuerpo. 


SEÑOR GALLINAL.- Finalmente, me gustaría saber si tienen datos respecto a las retenciones de los funcionarios, concretamente, 
me gustaría saber qué porcentaje de los salarios de los funcionarios del Poder Legislativo es retenido. Precisamente, en el correr 
de los últimos días el Poder Ejecutivo ha anunciado el envío de un proyecto de ley referido a estos temas. Me imagino que debido a 
eso nos va a llegar una lluvia de solicitudes de entrevistas y audiencias, porque es un tema relacionado con las cooperativas, 
básicamente, con las de consumo. 


SEÑOR VIDAL.- Concretamente, nosotros ya tuvimos el preámbulo a fines de diciembre y en enero, es decir, ya hubo un retroceso 
en ese procedimiento de descuento. Me gustaría después conceder la palabra a la contadora Moscardi, pues quién mejor 
autorizada que ella para explicar esto. Simplemente, he querido traer a colación el tema, porque en enero nos fue planteado, 
aunque después fue revertido y sabemos que ahora está en el tapete otra vez, para volver a las mismas instancias. 


SEÑORA MOSCARDI.- Tenemos dos factores de retención. Por un lado, el tema de la cuota del aporte social y el de la retención 
por concepto de préstamos amortizables, que se dan a los socios. Según una ley bastante vieja, del año 1908, existe un orden de 
prelación para las retenciones. De todas maneras, el SAS ha estado considerado un poco más arriba en la escala del orden de 
prelación para la cobranza de los préstamos, y estamos bien considerados en el tema de la cobranza de los aportes, o sea de la 
cuota social. Entonces, tal como lo señaló el señor Vidal, esto trajo una problemática en cuanto a ver si nosotros podíamos percibir 
la cobranza por concepto de préstamos amortizables, lo que significa un porcentaje bastante importante en los ingresos que tiene 
el SAS. A su vez, esto va colacionado con el tema del nivel de endeudamiento en los sueldos, porque existe una ley y algunas otras 
disposiciones según las cuales no se puede estar endeudado más de un 30% en la retención, aunque en la práctica, esto no se 
daba. Así pues, hicimos gestiones, y logramos que se nos considerara, aunque, de pronto no tanto con un apoyo legal, sino con un 
apoyo basado en un consenso dentro de un Cuerpo, como por ejemplo, la Comisión Administrativa. Esa es, más o menos, la base 
general. De cualquier modo, debemos destacar que, en la parte de aportes, se nos respeta considerablemente el orden de 
prelación, estando por debajo -tal como lo indicó el señor Spinelli- del Banco Hipotecario, del Banco República y de las retenciones 
judiciales. O sea que estamos en un orden bastante privilegiado. El problema vendría por el lado de la cobranza de los préstamos, 


y según el Cuerpo, ya que no en todos sucede lo mismo, según el grado de endeudamiento en el nivel de sueldos que tengan los 
funcionarios. 


SEÑOR SANCHEZ.- Simplemente, frente a lo que podría ser emparejar la situación del SAS con las otras instituciones que 
aparentemente tendrían la misma finalidad, quisiera recalcar que, en nuestro caso -y tal como lo expresó el señor Spinelli- el 
objetivo es totalmente distinto. En esas otras instituciones, la finalidad es de lucro, es decir, se pretende obtener ganancias, 
mientras que la finalidad de la nuestra es exclusivamente social, por lo que creemos que ameritaría un tratamiento diferencial en lo 
que respecta a las necesidades de unas y otras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso lo hemos comprendido bien, pues ha sido explicado muy claramente. La Comisión analizará el tema 
para ver qué es lo que puede hacer y, desde ya, nuestros invitados pueden dar por descontado que pondrá la mejor buena voluntad 
para que este sistema pueda seguir funcionando. 


Les agradecemos su presencia en la tarde de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación del SAS) 
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